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Presentación 


 Con el convencimiento pleno de que la educación inclusiva es el modelo por excelencia que ofrece las mejores respuestas para el desarrollo de la persona y para la formación de ciudadanos que deben desenvolverse en una sociedad democrática, quiero presentar, en unas líneas, las páginas que siguen, con objeto de aclarar algunas intenciones que quizá no queden especialmente explícitas a lo largo del texto y de favorecer la comprensión del contexto en el que se publica y las personas a las que puede resultar de interés su lectura.

Mirando hacia atrás (sin ira), es obligado reconocer el enorme e importante camino que se ha recorrido en las últimas décadas en la educación española. Desde planteamientos cerrados y homogéneos, al estilo de la sociedad del momento, se ha avanzado hacia modelos sociales y educativos impregnados por el carácter democrático de la convivencia actual, en el que siguen quedando muchas metas por conseguir, pero que continúa en buena dirección. A pesar de que determinadas circunstancias puedan no ayudar, temporalmente, a tomar medidas más decisivas para superar lo que nos falta, creo que es necesario cuidar en especial las formas de hacer, la filosofía y los principios encaminados hacia la educación de calidad deseada, para la sociedad también deseada. Ambas van unidas de la mano, y no se puede esperar una mejor sociedad sin una mejor educación, un modelo social que no esté avalado, fundamentado, en un modelo educativo coherente con los objetivos que se pretenden. Cuando se afirma que la educación inclusiva es un modelo de futuro, es porque responde a las exigencias de la convivencia en la diversidad requeridas por la sociedad actual y venidera. Al menos, desde el punto de vista de una gran mayoría de personas.

Recordando los comienzos tímidos con experiencias de “integración” en los primeros años de la década de los ochenta, que se ampliaron a partir de 1985, ya con una normativa que las avalaba, es obligado reconocer que los tiempos han cambiado. También ha cambiado el contenido de la bibliografía publicada: al principio de los 90, se publicaba en esta misma casa (entonces Escuela Española) un libro mío, Educación Especial: hacia la integración, que ahora se ha transformado en este de educación inclusiva, entiendo que más beligerante con el planteamiento educativo global. Esas experiencias y teorías iniciales, solamente dirigidas al alumnado con necesidades educativas especiales, hicieron ver que no sólo esos niños y niñas eran diferentes a los demás, sino que todos los alumnos eran diferentes entre sí, que cada persona era diferente por distintas circunstancias. Más adelante, ya comenzando el actual siglo XXI, la población escolar se enriqueció con la incorporación a nuestro sistema de alumnado procedente de múltiples países y culturas, lo cual revalorizó ese planteamiento inicial de integración, apoyando que el modelo elegido, de escuela común y sistema básico para todos, era una buena senda con la que lograr la sociedad democrática que se pretendía, en la cual todas las personas pudieran mantener una vida digna y convivir en un clima de respeto y paz: “Crecemos en identidad, en cuanto que nos abrimos a lo diferente y dialogamos con otras culturas e identidades, sin que esto implique renunciar a la pertenencia de origen”  (1) 

Ahora intentamos dar un paso más adelante: responsabilizar a las administraciones y a las instituciones educativas en un planteamiento que sea capaz de atender al conjunto del alumnado que se forma en ellas, con todas sus peculiaridades, en cualquier circunstancia y en centros docentes en los que convivan los diferentes, si luego han de vivir juntos en sociedad esos mismos diferentes.

Es un reto ambicioso, sin duda, el que tienen ante sí la sociedad y la educación. Pero creo que es la única vía para lograr personas íntegras, responsables, críticas, participativas, respetuosas, creativas y capaces de vivir en sociedades democráticas, en las que cada uno es protagonista del porvenir.

Por estas metas sin duda amplias y costosas, queremos que sea la administración y las instituciones las que adopten las medidas necesarias para atender a la diversidad del alumnado, y que no deba ser siempre el estudiante el que tenga que adaptarse a todos los requisitos inamovibles del sistema. El sistema, sin dejar de ser exigente, se puede mover, se puede flexibilizar y ofertar respuestas valiosas e interesantes para el conjunto de la población. Quiero insistir en esta idea, porque pudiera interpretarse que la educación inclusiva excluye la responsabilidad del alumno para alcanzar las competencias válidas para su vida posterior, ya que insiste de modo permanente en la adecuación del sistema. En absoluto. El tomar opciones metodológicas, organizativas, evaluativas, etc., que favorezcan el aprendizaje no implica, de ningún modo, que no se forme a una persona comprometida y responsable, que no se pongan sobre ella las máximas expectativas y que no se le pida el esfuerzo necesario para llegar a esos objetivos importantes, pero que no se consiguen sin trabajar e implicarse en la tarea del propio desarrollo. Teniendo en cuenta, sin embargo, que a cada uno hay que exigirle mucho, todo, pero en función de sus posibilidades. No sin criterio alguno, fijándose únicamente en “la palabra” de las normas y no en su filosofía. Por ello, al alumnado con alta capacidad intelectual o talento, habrá que responsabilizarle de mayores logros que al que presenta alguna dificultad de aprendizaje, al cual apoyaremos para que la supere y continúe aprendiendo al máximo. La educación inclusiva no consiste en no exigir, sino en todo lo contrario: mantener altas expectativas con respecto a todos los alumnos y alumnas, y establecer los variados caminos que pueden recorrerse para alcanzarlas.

Y en este reto estamos todos los profesionales de la educación: responsables de la administración, inspectores o supervisores, orientadores, profesorado, familias... Todos educamos y todos contribuimos a la mejora de la calidad educativa que reciben las jóvenes generaciones. Y la sociedad completa debe involucrarse en la tarea, de lo contrario será muy difícil llegar a las metas antes consideradas. Se avanzará, sin duda, pero difícilmente todo lo necesario. En educación no se puede perder tiempo, porque en ese tiempo se pierden personas, se pierden etapas irrecuperables para la vida de cada una..., y es una enorme responsabilidad la que tenemos cuando nos embarcamos en esta espléndida y comprometida labor de educar.

Las páginas que siguen pretenden justificar la propuesta, aunque a estas alturas del siglo XXI parece innecesario hacerlo. Igualmente ofrecen pautas, reflexiones, ideas..., para trabajar dentro de un modelo de educación inclusiva con gratificantes resultados para todos. No es un manual de educación especial, porque se dirige a la escuela general, ordinaria, en la que debe desarrollarse el modelo. No obstante, resultará positivo que tanto el profesorado generalista como el especializado, como cuantos profesionales trabajan en educación, asuman el planteamiento inclusivo para educar a todo el alumnado, a todo, en la misma escuela, respetando sus diferencias y promoviendo sus capacidades. Y hay que hacerlo extensivo al conjunto de la comunidad educativa, porque también educa. Ojalá la sociedad entera compartiera las ideas básicas de una educación de calidad y equidad para todos, pues colaboraría activamente en avanzar hacia estas propuestas que, personalmente, considero válidas y positivas en todos los órdenes de la vida.

Educar constituye una labor continuada, permanente, que enlaza a unas generaciones con otras en la creación de pensamiento y vida, en la definición de un país satisfecho de sí mismo, próspero y confiado en sus fuerzas. Invertir en educación significa compartir esfuerzos, éxitos y deseos de un futuro mejor, más ético y universal. Es una gran responsabilidad compartida, que no se puede delegar en el mañana:

“Lo que somos hoy procede de nuestros pensamientos de ayer y nuestros pensamientos presentes forjan nuestra vida de mañana: nuestra vida es la creación de nuestros pensamientos, nuestra vida es la creación de nuestra mente”  (2) .

Madrid, mayo de 2016

La autora
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	Estrada, J.A. (2010). El sentido y sinsentido de la vida. Madrid: Trotta.
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Capítulo I ¿Es necesaria la justificación? 


 En el siglo XXI recién comenzado (aunque ya en su segunda década), parece poco aceptable que haya que justificar un modelo educativo que nos habla de igualdad de oportunidades, de respeto y valoración de las diferencias, de derecho a una educación de calidad..., dentro del contexto de sociedades democráticas que afirman valorar y destacar, para su propia supervivencia, todos esos valores y muchos más de semejante línea.

No obstante, aunque parece tan obvio que todas las personas poseen el derecho a educarse en las mejores condiciones, todavía se levantan voces (cada día menos, afortunadamente) que piden su separación desde los primeros años hasta el final de la adolescencia, entendiendo que si se agrupan por determinadas características avanzarán más y mejor en el desarrollo de sus capacidades y logro de competencias de todo tipo. Se refieren, como es evidente, a escolarizar en centros diferenciados al alumnado con necesidades educativas especiales y al alumnado de ciertas etnias y culturas, sobre todo, aunque también a alumnos y alumnas por separado. Creo no equivocarme si interpreto que lo que se pretende con estas propuestas es preservar la educación de calidad para el resto, pues piensan que estos alumnos “un poco más diferentes” van a retrasar el avance de los otros, van a impedir que evolucionen y aprendan a ritmos más rápidos y alcancen mayor número de conocimientos. Cabe plantearse, igualmente, que los alumnos y alumnas con alta capacidad intelectual o con talentos específicos marcados, también deberían educarse en paralelo, en centros singulares, dado que el resto pudiera entorpecer su evolución y avance de acuerdo con las posibilidades que presentan. Hay tendencias que confirman esta propuesta, aunque con menor fuerza, ya que este alumnado no es mayoría en la sociedad y ni siquiera equivale al porcentaje de los citados anteriormente. También incide en la menor insistencia en su separación, el que la atención educativa y el reconocimiento de su existencia es relativamente reciente en España, pues no aparece en la legislación hasta 1996, lo cual hace que sea reducido el número de profesionales que se preocupan de su educación y casi exclusivamente son sus familias (y no todas) las que no cejan en su empeño por conseguir esa igualdad de derechos que se exige para todos. Por lo que se refiere a niños y a niñas, se esgrimen razones de estilos diferentes para aprender, a mi entender injustificadas (no mayores que las existentes entre niños y niños, y niñas y niñas) y que hacen pervivir la desigualdad de la mujer en la sociedad.

Estoy convencida de que los que mantienen estas posturas no piensan en la sociedad en la que quieren vivir, no saben nada de educación y no tienen una ética defendible ante nadie. Y no porque no se preocupen o no quieran la educación merecida por esos alumnos “diferentes”, sino porque no la quieren para nadie, no saben que la educación inclusiva es mejor y más positiva para todos, también para sus hijos “normales”. Hay que conocer la escuela por dentro, para desentrañar los valores de la educación inclusiva, del centro docente donde todos se educan en un ambiente de convivencia en la diversidad, que les dará instrumentos para desenvolverse en la sociedad actual y futura con aprendizajes válidos y personalidades equilibradas, respetuosas del otro, enriquecidas por cuanto les rodea, capaces de disentir sin agredir ni subordinarse a las ideas de otros. Así se formará una ciudadanía responsable ante sí y ante el mundo total y global en el que nos toca vivir.

Aunque no sea razonable tener que justificar la escuela inclusiva como único modelo válido para el futuro, intentaré dar razones suficientes que avalen la propuesta que aparecerá en las páginas siguientes.

1.  EDUCACIÓN Y SOCIEDAD DEMOCRÁTICA

Simplemente con caracterizar, aunque fuera de forma superficial, la sociedad democrática y las consecuencias que derivan de su práctica coherente en el quehacer diario en todos los ámbitos de la vida, la educación inclusiva se pondría de manifiesto como la única razonable y posible para alcanzar ciudadanos que pudieran desenvolverse con independencia y autonomía de criterio.

Hay que suponer que una sociedad democrática es la que acepta a todo tipo de personas, que valora sus aportaciones en cualquiera de los campos de actuación posible y desde cualquier enfoque ideológico, que respeta las diferencias personales como un elemento que enriquece al resto de los grupos, que protege las culturas minoritarias como expresión razonable de esas diferencias, que permite y favorece la convivencia entre individuos y grupos distintos, que se enriquece con las aportaciones de todos y cada uno de sus miembros... Además, como antes se menciona, desde uno u otro pensamiento político las democracias deben promover de forma real la igualdad de oportunidades entre los ciudadanos, desde su nacimiento hasta su muerte.

Como quedó apuntado con anterioridad, el asistir a un modelo escolar o a otro muy diferente, ofrece distintas oportunidades a los estudiantes. El educarse en una escuela especial supone, de entrada, distinto nivel de exigencia, distinto tipo de compañeros y distintas relaciones humanas que el educarse en una escuela ordinaria, regular o común, ya sea pública o privada. Evidentemente, el carácter de pública o privada también va a derivar en diferentes oportunidades futuras, pero quizá, en la mayoría de los casos, no tan distanciadas como las que intentamos explicar ahora. Siguiendo con el razonamiento, además de las exigencias del profesorado hacia los alumnos y, consecuentemente, del nivel de expectativas puesto en ellos, este será más “bajo”, de manera que implicará, con seguridad, menor esfuerzo del alumno y, por lo tanto, menor grado de consecución de competencias y objetivos educativos.

Por el contrario, el educarse en una escuela ordinaria obliga a cada alumno a esforzarse por estar a la altura de los demás, por responder a las esperanzas de su maestro hacia él, por una parte. Por otra, es un hecho que los niños aprenden unos de otros (una de las ventajas de la escuela unitaria o multigrado) y también procuran no “desmerecer” ante sus compañeros. La imagen que el grupo social devuelve a la persona influye de modo decisivo en su autoimagen y en su autoestima, e incluyo en ese grupo social importante que es el centro docente, tanto a compañeros alumnos como a profesores.

Ese compañerismo y ese conocimiento mutuo favorecerán, sin duda, la igualdad de oportunidades que, por un lado, ofrece la misma escuela a todo su alumnado y, por otro, se van a ofrecer en un futuro no lejano, unos compañeros a otros. En ambas situaciones, en una sociedad democrática que pretenda ciudadanos demócratas, hay que decantarse por la escuela inclusiva en cualquiera de las modalidades de carácter jurídico que haya en cada país.

1.1.  Características de la sociedad actual

Es obligado, aunque sea de forma breve, caracterizar la sociedad en la que vivimos en estos comienzos del siglo XXI, porque además de los modelos de sistemas democráticos que gobiernan determinado número de países y que son los aceptados como mejores dentro de la relatividad de nuestras diferentes realidades, y que deberían responder a lo comentado en el apartado anterior, se dan una serie de circunstancias paralelas y simultaneas que están influyendo decisivamente en la vida de cada persona y en el conjunto social a nivel mundial. No es fácil resumir el modelo social que nos rodea, pero voy a destacar las peculiaridades que más nos pueden influir en la adopción y desarrollo de uno u otro modelo de educación.

Vivimos en la sociedad de la información y del conocimiento (creo que más en la primera que en la segunda, de momento). Se hace preciso asimilar las informaciones recibidas, desagregarlas, compararlas, asumir las que resulten más coherentes, incorporarlas y transformarlas en conocimiento..., son pasos previos antes de llegar al saber.

Los avances tecnológicos son permanentes, diarios, no es posible estar al corriente de las numerosas novedades que se producen en cada momento, por lo que debemos sacar provecho de los medios con que contamos sin obnubilarse por poseer los últimos aparatos aparecidos en el mercado.

En este mismo sentido, las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) han invadido nuestra privacidad, todos vivimos “en ellas”, más o menos conscientemente y más o menos de acuerdo con los resultados que producen. Pero es un hecho que están aquí, a nuestro lado y en todos los órdenes de la vida: personal, social, profesional. La información que se recibe a través de ellas resulta inconmensurable, excesiva. En cualquier “buscador” se introduce una palabra y aparecen, en menos que segundos miles o cientos de miles o millones de entradas. Evidentemente, no hay problema de falta de información, sino de exceso de información. El problema es la selección de la misma. Este es un dato importante para el planteamiento sistémico de la educación en cuanto a la selección de contenidos, que más adelante se comentará. A nivel personal, se puede encontrar información sobre actuaciones propias o sobre escritos determinados que ni la misma persona conocía que se estaban manejando: se entera al entrar en internet. La globalización informática es una realidad con la que hay que contar si se quiere vivir en la realidad contextual del momento. Se puede ignorar..., pero esa postura derivará en un desconocimiento importante de datos necesarios incluso para la adopción de muchas decisiones personales.

Ese “gran conocimiento” mundial del que todos disponemos, junto con la existencia de comunicaciones a todos los niveles, hace que la movilidad individual o de grupos significativos sea numerosa y decisiva para la configuración, actual y futura, de la sociedad en ya muchísimos países. Por razones políticas, económicas, laborales, de estudios, de intereses personales..., la población migra y nuestro entorno pasa a componerse de individuos pertenecientes a múltiples culturas e ideologías, que deben conocerse y convivir, para salir adelante, juntos, en las mejores condiciones y oportunidades. En mayoría o en minoría, estos grupos diferenciados son tomados en cuenta y valorados en los sistemas democráticos, que los respetan y han comprendido lo positivo de su relación, ya que “El pluralismo afirma y enriquece tanto a la sociedad como a sus integrantes, los ciudadanos”  (1) . No es fácil, inicialmente, la adaptación de mayorías/minorías, pero debe ser un objetivo esencial de la sociedad el lograr el encaje positivo de todas las personas en un mismo contexto, siempre respetando los principios éticos de conducta y la legalidad vigente de cada país. Como bien dice Ainscow (2001: 17): “En la ciudad en la que trabajo, Manchester, como en otras muchas ciudades del mundo, reina la diversidad. Durante décadas atrajo a personas de todo el mundo, por lo que ahora es posible oír en nuestras calles muchos idiomas diferentes, comer platos maravillosamente exóticos, escuchar infinitos tipos de música y comprar artículos de moda que reflejan muchas culturas. De este modo y de otros muchos, los “nuevos” habitantes de Manchester han enriquecido la vida de nuestra comunidad. Dicho esto, sería estúpido ignorar las tensiones que todo ello ha creado en determinados momentos. Aprender a vivir con las diferencias puede ser difícil. Sin embargo, cuando lo hacemos, nos abre unas posibilidades muy ricas que, en caso contrario, no hubiésemos tenido”.

La coexistencia multicultural caminando hacia la convivencia intercultural es una realidad, como consecuencia del anterior razonamiento. Pero no sólo en lo referente a las “culturas”, aunque estas sean entendidas en sentido amplio, sino en lo relativo a la convivencia entre las personas diferentes (todas, al fin), en capacidades, intereses, situaciones temporales específicas, etc., esa es la sociedad democrática que afirmamos querer y que, entiendo, seguimos en ruta para lograrla en su sentido más firme y auténtico.

El cambio extremadamente rápido de situaciones sociales y vitales es permanente y acelerado. Debido, en buena parte, a las características ya señaladas, lo único cierto y seguro que tenemos a nuestro alrededor y en nuestra vida es el cambio. De un día para otro se modifican múltiples opciones laborales concretas, cambian sistemas educativos que intentan mejorar sus resultados, medios técnicos hasta ayer válidos quedan desfasados, entornos personales que en pocos años han variado y ni se parecen a los que conocimos en nuestra infancia o juventud, nuevas posibilidades personales se abren ante nuestro horizonte, desaparecen otras que parecían ciertas y seguras, hay que seguir aprendiendo a lo largo de toda la vida... Esta es la tónica de la existencia actual. Una vida de incertidumbre, frente a la seguridad, la certeza y el dogma que imperaba no hace tanto en el pasado siglo. En pocos años ha desaparecido la tierra que pisábamos y nos hemos quedado navegando “en un océano de incertidumbres a través de archipiélagos de certeza” (Morin, 2001: 104). Esta afirmación debería tener, también, repercusiones inmediatas en nuestros sistemas educativos, enseñando “principios de estrategia que permitan hacer frente a los riesgos, lo inesperado y lo incierto, y modificar su evolución en virtud de la información adquirida en el camino” (Morin, 2001: 20-21), especialmente ahora, que todos buscamos una calidad que nunca llega.

Como colofón a estos sintéticos comentarios, remito a los interesados en profundizar acerca de los cambios que se producen en nuestro tiempo, a revisar las doce revoluciones sobre las que Torres (2011) realiza una reflexión amplia en su última obra: Revolución de las tecnologías de la información, revolución en las comunicaciones, revoluciones científicas, revolución en la estructura de las poblaciones, revolución en las relaciones sociales, revoluciones económicas, revoluciones ecologistas, revoluciones políticas, revoluciones estéticas, revoluciones en los valores, revolución en las relaciones laborales y en el tiempo de ocio y revoluciones en el sistema educativo.

1.2.  Exigencias de la sociedad actual con el sistema educativo

En la actualidad son muchas las exigencias que se dirigen desde la sociedad hacia el sistema educativo. Bien es verdad que la educación puede (y debe, en muchos casos) resolver ciertas situaciones que aparecen en los grupos sociales, mediante la formación apropiada de las nuevas generaciones. Y ese es el sentido fundamental de la organización de los sistemas en todos los países, sin duda. Pero también es cierto que la sociedad, en la mayoría de los casos, no ayuda en absoluto al logro del tipo de ciudadano que pretendidamente quiere formar y conseguir.

La coherencia no es precisamente una característica que abunde en la sociedad, sobre todo entre el “discurso” y los “hechos” que se perciben alrededor. Es habitual cargar la responsabilidad de la educación general, en todos los aspectos y ámbitos de la vida, a los centros docentes, cuando los mensajes que el alumnado recibe nada más salir de ese centro son absolutamente contradictorios con lo que se le está inculcando desde el sistema educativo.

Hay problemas de exceso de consumo, de accidentes de tráfico en los jóvenes, de embarazos no deseados, de maltrato de animales, de violencia de género, de desigualdad entre los géneros, de destrozos en la naturaleza, de consumo de drogas y alcohol..., en fin, una gama inacabable de acciones negativas tanto para el conjunto social como para el individuo: unas que tienen efectos inmediatos y otras que los tendrán a medio y largo plazo. Si oímos la intervención de expertos y no tan expertos en los medios de comunicación (radio, prensa, televisión, blogs, redes sociales...), es “la escuela” el lugar donde se deben abordar esos problemas y donde se debe alcanzar la concienciación apropiada de los jóvenes para evitar conductas nocivas para todos. Pero esta convicción no implica que cambie el discurso social: en los mismos medios se continúa estimulando el éxito fácil, el modelo de vida juvenil que impulsa al consumo de todo, la publicidad invasiva (no sólo para los jóvenes, sino también para los niños) que conduce a la apetencia de lo que interesa a unos pocos, no del interés general..., en fin, que se plantean situaciones enfrentadas de falta de cohesión y de coherencia entre familia y escuela, entre sociedad y escuela, entre política y escuela, que difícilmente se superarán sin la colaboración activa de todas las partes.

La sociedad exige educación de calidad, pero no sabe definir esa calidad ni su contenido, cómo plantear un sistema para que las personas que se formen en él dispongan de los recursos personales para incorporarse a la vida y a la sociedad de forma integral, digna... Parece evidente la afirmación de Braslavsky (2004: 22): “... el concepto de calidad de la educación varía con el tiempo, no es homogéneo en un determinado momento y su heterogeneidad se asocia a razones objetivas y subjetivas, es decir, a las situaciones, pero también a las necesidades, intereses y convicciones de diferentes grupos y personas”. Se oyen voces desde muchos ámbitos o sectores, que claman -cada uno desde su propio interés o punto de vista más o menos sesgado- por la mejora de la educación, pero son incapaces de llegar a acuerdos básicos que garanticen la continuidad en una línea de actuación que ayude a aprovechar los buenos vientos cuando estos lleguen (y ya se sabe que “no hay viento bueno para el que no sabe adonde va”) y a progresar en lo técnico-pedagógico, en lo relacional, en la colaboración social, familiar... En cualquier caso, sólo quiero corroborar, en este sentido, la afirmación de Joaquín Prats  (2) : “Lo que sin duda constituye un error es pensar que cualquier tiempo pasado fue mejor y que, por tanto, las soluciones a los problemas deben buscarse en modelos educativos e ideologías pedagógicas pretéritas. Lo que está en crisis es el andamiaje, el paradigma tradicional, tanto en sus formas progresistas, como conservadoras. Lo que procede es repensar los problemas a la luz de los nuevos modelos de organización social, de los nuevos sistemas de comunicación e información, de la actual concepción y producción del conocimiento y, por último, de las formas contemporáneas de entender los valores”. Hay que mirar al futuro, está claro, desde la situación actual, y no pensar que la mejora del sistema pasa por volver a las tarimas del siglo XVIII para recuperar la autoridad del profesorado. Los saberes del futuro que promueve Morin constituyen una base filosófica para los nuevos currículos y las bases de los futuros sistemas, con posibilidades de acierto. Las exigencias de la sociedad llegan a los profesionales de la educación (aunque no sólo) y hay que buscar respuestas adecuadas a las necesidades del ciudadano del siglo XXI.

Los comentarios vertidos hasta aquí deberían tener repercusiones inmediatas en los planteamientos educativos de los sistemas, de la formación institucional. Todo lo que no se acometa ya, en este momento, supondrá rémoras irrecuperables para nuevas generaciones, una tras otra, que habrán dedicado tiempo y esfuerzo a conseguir una educación absolutamente inadecuada para el presente y el futuro de nuestra sociedad.

1.3.  Razones éticas, sociológicas y psicopedagógicas para la inclusión

a)  Desde la ética

Que la inclusión educativa sea un modelo que se generaliza con tal fuerza, teórica y práctica, en todos los países, o, al menos, que se acepte como la realmente válida para nuestra sociedad actual, aunque haya problemas de implementación por diferentes causas, hace pensar que además de los planteamientos psicológicos y pedagógicos que puedan avalar su validez, se apoya en principios más profundos, esenciales, que obligan a aceptarla desde la filosofía y el pensamiento que justifican la actuación humana. Esto lleva a reflexionar sobre el fundamento ético de la educación inclusiva.

Cuando nos referimos a la ética estamos hablando de la parte de la filosofía que aborda la moral y las obligaciones de la persona o, trasladando esta definición a la sociedad, aludiríamos al ámbito estricto de las obligaciones incondicionales que conforman el marco de la acción social y política. Es decir, que desde la ética establecemos los deberes sociales que asumimos como miembros de una comunidad. También cabe concretar la ética en el campo profesional, en nuestro caso educativo, lo que implica un concepto de deber y de compromiso dentro del ejercicio de la profesión, aunque quizá fuera de la misma no se entienda como tal.

El reto, en nuestro caso, viene planteado por las exigencias deontológicas y éticas en el ámbito de la educación (entendida como subsistema social), que parten de la equidad como principio irrenunciable.

En primer lugar, hay que reafirmar el derecho fundamental a la educación de la persona (ya no sólo de los niños) en cualquier modelo de gobierno a nivel internacional. Bien lo sabe Felipe, cuando dice a Mafalda: “Nuestro derecho a la educación es tan indiscutible que no hay la más mínima esperanza de que algún alma caritativa nos lo quite”.

Mucho más si nos encontramos en gobiernos democráticos, en los que la diferencia se valora como una riqueza para todos. Y lo que hay que reclamar con firmeza es que esa educación sea para todos en iguales condiciones, es decir, con idénticas características de calidad, que es lo que puede ofrecer la educación inclusiva y no otra. Si no existe una educación de calidad para todos, no es posible hablar de equidad social, pues este es el primer paso para acceder en igualdad de oportunidades al propio desarrollo personal, al mundo del trabajo y a la participación social con carácter general. Por lo tanto, es responsabilidad de las administraciones que toda la población disponga de una amplia gama de oportunidades, de un diseño universal para el acceso al aprendizaje, de manera que el conjunto de ciudadanos aporten su ser y su saber al bienestar común. Si los gobiernos no protegen este acceso, la brecha entre las oportunidades de unos y otros aumentará, en lugar de igualarse hasta que desaparezca totalmente. En definitiva, estamos hablando únicamente de justicia y ética social.

La cohesión social sólo es posible si los ciudadanos pueden disponer de una formación adecuada y pertinente con su contexto, y esto implica esa educación de calidad a la que aludimos, ese desarrollo eficaz y positivo a nivel de autoestima personal, el ejercicio de un pensamiento crítico que favorezca las elecciones apropiadas en cada momento..., al fin, el poder contar con una población con sentido de pertenencia a un grupo social, nunca marginada o resentida por evidente falta de educación o respeto. Tampoco obediente, sumisa, acrítica e incapaz de plantear nuevas opciones, nuevos caminos a sus compañeros de vida, por los que avanzar individual y socialmente.

Si, por otra parte, se asume este compromiso ético desde el enfoque profesional, la ética en la educación es una piedra de toque para el desarrollo de la misma. El profesor se enfrenta a su labor bajo principios como el de integridad, objetividad, responsabilidad, honestidad, liderazgo... (Informe Nolan), y se propone un objetivo principal que es ofrecer la posibilidad de ejercer el derecho a la educación, en las mejores condiciones, al conjunto de la población, especialmente a niños y jóvenes; o sea, a todos los niños y jóvenes, y a todos los adultos que lo requieran. Como bien plasma el recientemente presentado “Código deontológico de la profesión docente”  (3) , uno de los compromisos y deberes en relación con el alumnado consiste en: “1.3. Tratar justa y equitativamente al alumnado, sin aceptar ni permitir prácticas discriminatorias por ningún motivo asociado a características o situaciones personales, sociales, económicas o de cualquier otro tipo”. Las consecuencias que a corto y a medio plazo van a tener las actuaciones del educador son de tan profundo calado, que la ética en esta profesión tiene una exigencia extrema. Pueden presentarse ocasiones en las que el docente no disponga de la formación necesaria para ejercer su tarea como corresponde a su modelo ético, en cuyo caso es indispensable tomar medidas (de actualización, de capacitación...) para que estas situaciones se corrijan de inmediato.

Como síntesis de lo expuesto, creo que para poder denominar educación a lo que se pretende que esta sea, sólo podemos referirnos a lo que ahora llamamos -espero que provisionalmente- educación inclusiva. Es decir, educación para todos, en unos mismos centros que ofrezcan, por lo tanto, iguales oportunidades en cualquiera de los órdenes de la vida. La educación en una sociedad democrática, o es inclusiva, o no es educación. Estaríamos hablando, entonces, de una formación parcial, no completa para la generalidad del alumnado, y claramente insuficiente en lo relacionado con el conjunto de la población, pues dejaría al margen a buen número de ciudadanos por razones absolutamente injustificadas e injustificables, debilitando los necesarios valores comunes.

b)  Desde la sociología

Desde un enfoque sociológico, habrá que comenzar asegurando que la sociedad no admite, no incorpora abiertamente, al que no conoce. Y la mejor forma de conocerse es compartir contextos comunes en múltiples ámbitos de la vida.

Los sistemas educativos institucionales, la escuela al fin (que es el lugar concreto en el que se producen los hechos educativos, los procesos de enseñanza y aprendizaje), es el segundo entorno de socialización de la persona, después de la familia. Supone el momento en que el niño sale de su medio más protector, más conocido, para incorporarse a un medio extraño, con adultos ajenos, que no conoce, y con otros niños también desconocidos en los primeros tiempos. Bien es cierto que, en los años en que estamos, muchos de los niños se incorporan a este medio “ajeno” a su familia en edades muy tempranas, a los pocos meses de vida, lo cual facilita esta socialización inicial aunque no sé hasta qué punto esta situación extrema resulta positiva para el desarrollo afectivo del niño (es algo que está pendiente de comprobar en un futuro no muy lejano); no obstante, es una realidad obligada por el cambio de funciones de la mujer en la sociedad, perfectamente defendible, y que habrá que resolver con otras medidas complementarias, de las que tanto se habla, para compatibilizar adecuadamente la vida laboral y la familiar del conjunto de sus miembros, no haciendo recaer la responsabilidad de su buen funcionamiento solamente en la mujer.

Sin embargo, hay que hacer una advertencia importante en relación con los modelos de escolarización no inclusivos. Cuando se trata de incorporar a la escuela a niños y a niñas con necesidades educativas especiales, se da la paradoja de que ese niño que ha nacido en una familia compuesta por personas de todo tipo, que juega con sus hermanos, que juega con otros niños vecinos o en el parque..., se encuentra con que a la hora de ir al colegio le separan y le obligan a ir a un centro diferente, con niños que no conoce y con los que no puede mantener una relación similar a la que tiene con los demás en su casa o en los juegos, como si a una planta delicada la obligáramos a vivir, a la vez, en dos climas opuestos. Es algo que no nos ha extrañado durante muchos años, pensando, con la mejor intención, que “esa” solución era la más positiva para “ese” niño, sin considerar la repercusión que implica el aislamiento del entorno habitual, ese agrupamiento con otros niños que habitualmente no le estimulan para mejorar, para exigirse y superarse y para “estar a la altura de las circunstancias”; sin considerar, en definitiva, que separarle no contribuye -no contribuía- a facilitarle su incorporación plena a la sociedad ni el logro de competencias máximas. Este planteamiento de escolarización paralela nos llevaría a pensar, con Skrtic (1991) que los alumnos con necesidades educativas especiales son “productos artificiales del currículo tradicional”, adornos que la escuela asume para sentirse ética.

Si la escuela es el medio fundamental, importantísimo, para la socialización, hay que convenir que habrá que reproducir en ella el modelo social que pretendamos para el futuro inmediato, que habrá que posicionarse ideológicamente para sentar las bases educativas que permitan, a posteriori, que los grupos sociales se configuren según los modelos apropiados para una mejor convivencia. Esto significa que si personas diferentes deben vivir juntas en una sociedad diversa, la mejor opción educativa es que esas personas distintas se eduquen juntas. Es el modo de que los niños, adolescentes y jóvenes se conozcan profundamente, respeten y valoren sus diferencias de forma espontánea y natural, se traten con igualdad entre ellos y con los adultos y cuenten, al fin, con esas oportunidades equivalentes, iguales para todos, que derivan de una educación inclusiva dentro de un mismo tipo de centros y de un modelo educativo compartido.

Para finalizar estos comentarios, se entiende desde la sociología que la convivencia en la diversidad promoverá la cohesión social mantenida y sostenible. Una consecuencia importante será la incorporación a la empresa de las personas con discapacidad, como ejemplo más patente, y como exponen de la Herrán e Izuzquiza (2010: 20-21), hay dos razones decisivas para que esto se produzca:

Una razón de calado: “Contratar a una persona con discapacidad contribuye al cambio social, irreversible pero no gratuito, del prejuicio al compromiso, de la difuminación de la persona a la humanización de los procesos, del egocentrismo a la conciencia. En definitiva, es una contribución que trasciende al propio sistema empresarial y desemboca en el futuro, impulsando que la democracia cuantitativa en que estamos evolucione a una democracia de la cualidad, y que nuestra sociedad del acceso a la información se reoriente paulatinamente a una sociedad de la educación de todos”.

Una razón práctica: Se citan varios de los beneficios que aparecen en una empresa cuando se contrata en ella a personas con discapacidad intelectual, entre los que destacan: “La disolución de prejuicios por el descubrimiento de las capacidades de la persona con discapacidad intelectual; el desarrollo social de sus trabajadores; el aprendizaje y formación mutuos, y la mejora generalizada como personas y como trabajadores”.

De este modo resultará más fácil esta cohesión social que reclamamos, pues procede del conocimiento mutuo ya comentado, que va a facilitar la incorporación laboral de todo el alumnado cuando termine sus estudios, precisamente por ese nuevo enfoque que favorece la amistad y el reconocimiento de las diferencias que, en un contexto democrático, deben valorarse positivamente para configurar la sociedad futura. Y con la incorporación al trabajo, se favorecerá que toda la sociedad conviva en los niveles de humanización y de igualdad de oportunidades que reclama la democracia.

c)  Desde la psicopedagogía

A lo largo del razonamiento que, desde diferentes enfoques, venimos haciendo y aunque no sea fácil deslindar unos de otros pues, al fin, el entorno vital es uno y en él confluyen cualquiera de las razones que se argumentan para justificar, aunque no sea necesario, la conveniencia de la educación inclusiva, vamos a fijarnos ahora en los motivos psicopedagógicos que aconsejan el modelo propuesto, y que ya se expusieron en su momento, para comenzar con el proceso de integración.

De forma sintética, puede afirmarse que:


	
• La concepción de la discapacidad y de los trastornos del desarrollo ha evolucionado, de manera que no se subraya tanto lo innato, lo genético y el déficit que pueda existir, como las capacidades existentes y las necesidades educativas del sujeto. 

	
• Los métodos y procedimientos de evaluación psicopedagógica se han relacionado más estrechamente con las posibilidades de aprendizaje. 

	
• Las técnicas de diagnóstico más tradicionales favorecían, en principio, la asignación de “etiquetas”, que siempre suponen limitaciones al progreso del alumno. En los momentos actuales, al elaborar un diagnóstico se hace mayor hincapié en las “capacidades” de la persona que en sus condicionamientos. 

	
• La formación y cualificación del profesorado y de otros especialistas relacionados con la educación, se ha elevado considerablemente en las últimas décadas, lo que permite atender de mejor manera las necesidades personales educativas de cada alumno, sean del tipo que fueren, en la escuela ordinaria, regular o común. 

	
• Las fronteras entre “normalidad” y “deficiencia” están cuestionadas desde distintos puntos de vista. Sirvan de base los comentarios de los puntos anteriores. 

	
• Las escuelas de carácter diferenciado no favorecen la posterior incorporación a la sociedad. Ni es positivo escolarizar alumnado de nacionalidades o culturas distintas a las del país en centros separados, ni alumnado de altas capacidades intelectuales o talentos específicos segregado del resto, ni alumnado con discapacidad en centros de educación especial, ni a niñas por un lado ni a niños por otro. En todos los casos, suelen bajar las expectativas hacia ellos, subir exageradamente, en la segunda situación citada o discriminar socialmente a la mujer, en la tercera, de modo que no se alcanzan los resultados posibles, en el ámbito cognitivo o en el social y afectivo, y todos son importantes para el desarrollo integral de la persona y el logro de las competencias básicas o específicas que permitan su incorporación social adecuada. 

	
• El profesorado que únicamente está en contacto, durante el desempeño de su profesión, con alumnado que presenta necesidades educativas especiales corre el riesgo de perder la referencia del entorno real en el que, después, sus alumnos deben desarrollar la vida y el trabajo. 

	
• Los centros de educación especial -en general y con excepciones concretas de situaciones muy específicas-, no han demostrado ser más eficaces que los ordinarios o regulares, ya que el nivel de aprendizaje es equivalente en ambos: en evaluaciones realizadas ya hace algunos años, la diferencia positiva estaba a favor del centro ordinario, si bien esa diferencia no era significativa desde el punto de vista estadístico, por lo que decimos que no existen tales diferencias. 

	
• Los agrupamientos denominados homogéneos no facilitan el aprendizaje de los diferentes, por eso resulta de gran utilidad y eficacia que el alumnado sea distinto en sus características, pues esta situación favorecerá el intercambio, la interacción más rica y, en consecuencia, los aprendizajes diversificados. En este sentido, hay que defender los agrupamientos flexibles del alumnado, tanto a nivel de centro como de aula. En ambos casos, es una opción que permite atender de modo adecuado a todos y a cada uno de los alumnos. 

	
• La educación y, por lo tanto, las escuelas regulares u ordinarias, han cambiado y mejorado de forma significativa en los últimos años, tanto en sus modelos organizativos, como en los planteamientos didácticos, existencia y utilización de recursos (comunes y especializados), incorporación de profesorado experto en distintas modalidades de apoyo, incorporación de otro personal complementario (ayudantes técnicos sanitarios, médicos, monitores diversos, ayudantes técnicos educativos, etc.). Todo ello permite esperar una mejor respuesta educativa hacia el conjunto del alumnado, sean cuales fueren sus peculiaridades individuales o de grupo. 

	
• En todas las situaciones, y como síntesis final, la segregación, la separación..., en ningún caso favorece la inclusión, ni en la escuela ni en la sociedad. 



En las páginas que siguen intentaremos reflexionar sobre la realidad educativa, basada en estas primeras ideas, y proponer un modelo válido y urgente para implementar sin más dilación, porque ya es necesario y mucho más si pensamos en el futuro que se avecina, incierto, impredecible, pero seguro, que está reclamando soluciones innovadoras en la educación.

2.  ACTUALIDAD DE LA EDUCACIÓN INCLUSIVA

Desde mi punto de vista, pareciera que está suficientemente justificado lo favorable que puede resultar el modelo inclusivo de educación desde la exposición escueta, lineal, de la realidad descrita en el punto anterior, con la finalidad de lograr una identidad común conformada por personas diferentes que se saben ciudadanas de un colectivo general, que no daña, sino que refuerza, la pertenencia a grupos diversos. No obstante, intentaré reforzar estos argumentos con otras razones, de carácter legal, nacional e internacional, y de la más pura actualidad social y educativa, que nos hacen pensar que es precisamente este momento el crucial para dar pasos adelante en su implementación, y no perder las circunstancias favorables que se presentan ante nosotros.

2.1.  ¿Integración o inclusión? Deslindando conceptos

Es una fuente de debate habitual -todavía ahora-, y también de preguntas y consultas permanentes, la distinción entre integración e inclusión educativa. ¿Cuál es la diferencia, qué cambios ha supuesto pasar de la integración a la inclusión, si es que se ha producido alguno? La incorporación del alumnado con necesidades educativas especiales a los centros ordinarios fue denominada integración en el comienzo de su experimentación en España (1985), y sólo referida a estudiantes con algún tipo de discapacidad. El término se mantuvo durante años, hasta que aparece la inclusión como novedad, en principio más por la palabra que por el cambio en los hechos, en el planteamiento del trabajo educativo con estos alumnos y alumnas. Pareció, en principio, una mera traducción literal del término inglés. Pero, pasando el tiempo y profundizando en su significado, se han ido encontrando diferencias importantes que se hizo imprescindible considerar para avanzar en el planteamiento relacionado con la incorporación a la sociedad de las personas con discapacidad y, en el ámbito educativo, de su formación en igualdad de oportunidades.

Por lo tanto, la transformación que requiere el paso de integración a inclusión es esencial en la concepción del centro educativo y del sistema en su conjunto. Cuando se habla de “integración”, se pretende fundamentalmente adaptar al alumno a la situación escolar, apoyarle con los medios precisos para que pueda desarrollar sus capacidades de la mejor manera posible; en cualquier caso, el énfasis se hace sobre el alumno, que debe integrarse en el medio al que se incorpora mediante un diagnóstico particular, siendo evaluado por un especialista, con un programa específico, etc. La “inclusión”, por su parte, supone un contexto más amplio que implica, en primer lugar, la adaptación de la escuela, es decir, la modificación de todos los elementos necesarios para que la institución sea capaz de educar al conjunto de la población, sea cuales fueren sus características personales. El énfasis pasa, de esta manera, del alumno al planteamiento institucional, desde el cual hay que revisar el funcionamiento de los factores de enseñanza y aprendizaje, de las estrategias metodológicas generales, del contexto del aula, etc. Es imprescindible una escuela comprensiva, amplia, flexible, autocrítica, creativa, de calidad..., que ofrezca múltiples opciones a la diversidad que presente su alumnado. Diversidad de todo tipo, porque hay que advertir que el modelo no sólo es válido para los alumnos con necesidades especiales, sino para todos los alumnos: cada uno es diferente, por lo que todos requieren personalización educativa.

La educación inclusiva supone un gran avance en las expectativas que tenemos hacia el alumnado con necesidades educativas especiales y hacia toda la población (sobre todo en las etapas obligatorias, aunque no hay que abandonar el resto, pues nuestra sociedad es muy exigente y competitiva y en el contexto europeo se habla de “abandono escolar temprano” cuando este se produce incluso entre los 18 y 24 años de edad), y ya no basta con estar integrado en la escuela, sino que el profesorado, las instalaciones, el currículum, la organización y otros sectores intervinientes, tienen que configurarse para ofrecer la educación de calidad que en estos momentos se requiere, permitiendo que entre el mundo en las aulas. Se puede suprimir, así, la “etiquetación” que se asigna a los alumnos más diferentes ya sea por su capacidad o talento, por sus intereses, por su etnia, lengua o cultura. Deberían desaparecer de la terminología escolar las necesidades educativas especiales, las nacionalidades, las lenguas, el nivel o ritmo de aprendizaje... Todos son alumnos que hay que educar en el Centro, atendiendo a las diferencias de cada uno, pero adoptando las medidas para que ese Centro cuente con las condiciones adecuadas para hacerlo y con los recursos institucionales necesarios (de todo tipo, pero especialmente los pedagógicos y profesionales). Hay que avanzar hacia el modelo inclusivo, superando las excusas que se esgrimen para justificar la desigualdad en las sociedades ricas y que apoyan la escuela segregada, las escolarizaciones paralelas y siempre desiguales.

En este sentido, Agustín de la Herrán (2010: 268) afirma: “El avance hacia la inclusión puede percibirse como una escalera cuyos peldaños son “culturas inclusivas”-“políticas inclusivas”-“prácticas inclusivas”-“comportamientos inclusivos”. En conjunto se puede percibir como una evolución del comportamiento democrático, fundamentado en el conocimiento y la coherencia en los niveles social, institucional y personal. Cada altura conseguida nos sitúa en un grado más complejo de conciencia o lucidez, y deja atrás -porque los engloba- argumentos duales, excluyentes o rentabilistas”.

Por todo ello, hay que afirmar que el modelo de “integración”, que resultó válido en su momento para incorporar a la educación ordinaria solamente al alumnado con necesidades educativas especiales, ha sido perfectamente válido en su filosofía y en su práctica para configurar, años después, un sistema de carácter inclusivo para todos los alumnos que con posterioridad llegaron a la sociedad española y se incorporaron a su sistema educativo en distintas condiciones de escolarización y de conocimiento, tanto en su vertiente instructiva como de dominio de la lengua vehicular de la enseñanza. Por otra parte, estas dos fases de “integración” hacia la inclusión han exigido un replanteamiento y una reflexión profunda acerca de las diferencias de todo el alumnado, no sólo del que presenta necesidades específicas de apoyo educativo, llegando a la conclusión de que la educación inclusiva es el modelo más adecuado para atender a todos y cada uno de los estudiantes que se escolarizan en las aulas, y, como ya he dicho en algunas ocasiones, especialmente en los niveles de educación obligatoria. Muchos de ellos no volverán a estar en institución educativa alguna a lo largo de su vida, situación que también debe abordarse, pues el aprendizaje permanente es otro de los factores imprescindibles para que los ciudadanos mantengan un nivel digno de trabajo y de participación social. Todas las personas somos diferentes y todas deben ser atendidas en función de sus peculiaridades y durante el tiempo que lo deseen.

Después de estas reflexiones, parece conveniente avanzar un concepto de educación inclusiva que ayude a enmarcar el texto que sigue. El modelo de educación inclusiva supone la implementación sistémica de una organización educativa que disponga de las características y posibilidades necesarias para atender al conjunto de la población escolarizada, diversa, por principio y por naturaleza, en estos momentos de la historia. Dicho planteamiento implica la disponibilidad de un currículum abierto y flexible, es decir, democrático, y una organización escolar que permita su práctica óptima. Además, la educación inclusiva debe constituir un núcleo aglutinador de la sociedad, que colabore activamente con el centro educativo para que este se convierta en una comunidad de aprendizaje real, en la que todos participen y aporten su riqueza individual y grupal a la mejora de cada uno de sus integrantes.

Para finalizar este apartado, cabe preguntarse si la integración ha sido negativa en el ámbito educativo, como pareciera que se sugiere algunas veces al abordar, ahora, la inclusión como enfoque. Pues como fase en un contexto de progreso, no fue negativa, sino que constituyó un paso más, dentro de un largo proceso, hacia la mayor y mejor incorporación del conjunto de la población a la sociedad, consiguiendo su máximo desarrollo y su óptima formación. No hay que olvidar que se comenzó atendiendo a los niños con necesidades especiales en hospitales, tratándolos como a enfermos (cuando se los trababa, claro), luego siguieron escuelas especiales (que se mantienen en parte), se abrieron aulas integradas en la escuela ordinaria y se llegó a la integración educativa. Son pasos importantes para llegar a la meta de una sociedad inclusiva a través de la educación, en la que cualquier persona tenga iguales derechos que el resto y posibilidad de ejercerlos. Desde la integración a la inclusión se han subido escalones importantes, y eso es lo interesante: no ir hacia atrás. Cada una de las fases enumeradas supuso, en su momento, un avance. Eso es lo positivo: recorrer el camino para alcanzar día a día mejores condiciones de vida en el contexto social de la persona. De todas las personas.

2.2.  Las normas internacionales en el camino hacia la inclusión

El logro de la inclusión educativa está siendo un largo camino, rico en experiencias, pero arduo en su día a día, debido a los muchos obstáculos que debe superar. Unos, muy importantes, los mentales, los que suponen prejuicios bien por falta de información, bien por intereses innombrables. Otros, los de carácter económico que, en muchos países, suponen una barrera difícil de salvar, ya que ni siquiera todos los niños (sin problemas, sin diferencias especiales...) tienen la posibilidad de ejercer ese derecho a la educación que poseen como principio constitucional declarado por encima de cualquier circunstancia.

A continuación, reflejo las más importantes de las ya numerosas normas internacionales que avalan un modelo de educación inclusiva como base de las propuestas que recogen y que afectan al conjunto de la población que por unos u otros motivos se ve discriminada en numerosos aspectos de su vida. La educación inclusiva implementada de hecho y en las aulas, no en los papeles, será la base para una sociedad inclusiva real, en la que la convivencia en la diversidad resulte un enriquecimiento global y para cada persona que la integra  (4) .


	
- Declaración de los derechos del niño (1959), aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre: aparece con el deber específico para los Estados miembros de que todos los niños se desarrollen normalmente desde el punto de vista material y espiritual, atendiendo especialmente a garantizar los derechos a cuidados y asistencia especiales necesarios durante la infancia. Puntualiza que aquellos que se encuentren física o mentalmente impedidos o que sufran alguna discriminación de carácter social deben recibir el tratamiento, la educación y el cuidado especiales que requiera su caso particular. 

	
- Declaración de las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial (1963): incide en la necesidad de poner empeño en impedir las discriminaciones fundadas en motivos de raza, color u origen étnico, especialmente en materia de derechos civiles, acceso a la ciudadanía, educación, religión, empleo, ocupación y vivienda. 

	
- Pacto internacional de derechos económicos, sociales y culturales (1976): apoya la importancia de la educación como imprescindible para capacitar a todas las personas y favorecer su participación efectiva en una sociedad libre, promoviendo la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y entre todos los grupos raciales, étnicos o religiosos. Igualmente, sostiene que las Naciones Unidas promoverán actividades para el mantenimiento de la paz. 

	
- Declaración sobre los derechos humanos de los individuos que no son nacionales del país en que viven (1985): Fundamenta el derecho a la libertad de pensamiento, de opinión, de conciencia y de religión, al igual que el derecho a manifestar la religión propia o las creencias propias y a conservar su idioma materno, cultura y tradiciones. Cita el derecho a la educación entre los más fundamentales. 

	
- Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño (1990): fue aprobada en el mes de septiembre y considera que el niño debe estar plenamente capacitado para una vida autónoma en sociedad. Uno de sus artículos se dedica expresamente a la garantía de esos mismos derechos a los niños mental o físicamente impedidos. Para garantizar su igualdad de oportunidades, aboga por implantar la enseñanza primaria obligatoria y gratuita para todos, por fomentar el desarrollo de la enseñanza secundaria, por hacer la enseñanza superior accesible a todos, proporcionando orientación educacional y profesional a todos los niños y adoptando medidas para fomentar la asistencia regular a las escuelas, reduciendo las tasas de deserción escolar. 

	
- Declaración mundial sobre educación para todos (1990): fue elaborada dentro del marco de la Conferencia Mundial de Jomtien (Tailandia) y trata de fortalecer la universalización del acceso de todos a la educación básica, promoviendo la equidad. Propone el aumento de los servicios educativos de calidad y la adopción de medidas coherentes para reducir las desigualdades. Este compromiso se recoge posteriormente en las Normas Uniformes de la ONU sobre la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad aprobadas en 1993, que dedica tres de sus 22 artículos a los servicios de apoyo, las posibilidades de acceso y la mejora de la calidad de la educación. 

	
- Declaración de Salamanca (1994): la Conferencia Mundial sobre Necesidades Educativas Especiales: Acceso y Calidad, celebrada en Salamanca en julio de 1994, aprobó esta Declaración, de amplia repercusión internacional, especialmente en España y en el ámbito iberoamericano. Promueve un acuerdo mundial para lograr la integración en la escuela ordinaria del alumnado con necesidades educativas especiales (denominación específica para el alumnado con algún tipo de discapacidad, en aquel momento), orientando de modo claro y decidido las orientaciones futuras de las actuaciones educativas en los Estados, mediante prestaciones especiales dirigidas a cualquier alumno que se encuentre en situación desfavorecida. Su objetivo es lograr escuelas que incorporen a todos los alumnos y alumnas, apoyándolos en función de las diferencias de cada uno y ofreciendo respuestas adecuadas a las necesidades individuales. Aunque en la actualidad se ha evolucionado hacia la inclusión, la Declaración de Salamanca todavía continúa siendo referencia obligada en muchos países. 

	
- Conferencia Mundial sobre la Mujer (1995): se celebró en Pekín y es la cuarta de una serie de conferencias que pretenden superar la discriminación de la mujer en la sociedad, en todos los ámbitos de su vida y de su trabajo. En lo referido a los aspectos educativos, su propuesta pretende asegurar la igualdad de acceso a la educación, eliminar el analfabetismo entre las mujeres, aumentar el acceso de las mismas a la formación profesional, la ciencia, la tecnología y la educación permanente, establecer sistemas de educación y capacitación no discriminatorios, asignar recursos suficientes para las reformas de la educación y supervisar la aplicación de esas reformas, promoviendo la educación y la capacitación permanente de las niñas y las mujeres. 

	
- Informe Delors (1996): fue elaborado por una comisión de la UNESCO creada para reflexionar sobre la educación y el aprendizaje en el siglo XXI, titulándose su publicación: La educación encierra un tesoro. Se basa en la convicción de que la educación constituye un instrumento indispensable para que la humanidad pueda progresar hacia los ideales de paz, libertad y justicia social, así como una vía al servicio de un desarrollo humano más armónico y genuino, al igual que para hacer retroceder la pobreza, la exclusión, las incomprensiones, etc. La educación permitirá a todas las personas desarrollar sus capacidades, lo que implica que cada una pueda responsabilizarse de sí misma y llevar a cabo su proyecto personal, realizando aprendizajes a lo largo de la vida basados en cuatro pilares esenciales: aprender a conocer, aprender a hacer, aprender a vivir juntos y aprender a ser. 

	
- Marco de Acción de Dakar (2000): elaborado durante el foro mundial sobre la Educación celebrado en abril del año 2000 en la citada ciudad de Senegal y bajo el lema: “Educación para todos: Cumplir nuestros compromisos comunes”, reafirma la Declaración de Jomtien y expresa el propósito de extender y mejorar la protección y educación integrales en la primera infancia, especialmente para los niños más vulnerables y desfavorecidos, velando para que antes del año 2015 todos los niños y niñas que se encuentren en situaciones difíciles tengan acceso a una enseñanza primaria gratuita y obligatoria de calidad y la terminen. Igualmente, se interesa por la alfabetización y preparación adecuada de las personas adultas con la finalidad de garantizar su incorporación plena a una vida activa. Por otra parte, hace especial hincapié en superar las desigualdades de género en la educación, garantizando el acceso pleno y equitativo de las niñas a la educación básica. 

	
- Convención internacional de la ONU sobre los derechos de las personas con discapacidad (2006): tiene el propósito de promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad (en torno a un 10% de la población mundial), así como promover el respeto de su dignidad inherente. En base a ello, se propone contribuir para que la sociedad tome conciencia de la necesidad de garantizar estos derechos, los cuales son abordados en todos los órdenes de la vida, tales como justicia, salud, vivienda, libertad, privacidad, trabajo, participación en la vida política, pública y cultural, deporte, habilitación y rehabilitación y, por supuesto, educación, a la que dedica enteramente su artículo 24. Se reproduce a continuación el texto completo del mismo, por su actualidad e interés y porque España ha sido de los primeros países en adherirse al contenido de la Convención que comentamos: 
	
1) “1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a la educación. Con miras a hacer efectivo este derecho sin discriminación y sobre la base de la igualdad de oportunidades, los Estados Partes asegurarán un sistema de educación inclusivo a todos los niveles así como la enseñanza a lo largo de la vida, con miras a: 
	
a) Desarrollar plenamente el potencial humano y el sentido de la dignidad y la autoestima y reforzar el respeto por los derechos humanos, las libertades fundamentales y la diversidad humana; 

	
b) Desarrollar al máximo la personalidad, los talentos y la creatividad de las personas con discapacidad, así como sus aptitudes mentales y físicas; 

	
c) Hacer posible que las personas con discapacidad participen de manera efectiva en una sociedad libre. 





	
2) Al hacer efectivo este derecho, los Estados Partes asegurarán que: 
	
a) Las personas con discapacidad no queden excluidas del sistema general de educación por motivos de discapacidad, y que los niños y las niñas con discapacidad no queden excluidos de la enseñanza primaria gratuita y obligatoria ni de la enseñanza secundaria por motivos de discapacidad; 

	
b) Las personas con discapacidad puedan acceder a una educación primaria y secundaria inclusiva, de calidad y gratuita, en igualdad de condiciones con las demás, en la comunidad en que vivan; 

	
c) Se hagan ajustes razonables en función de las necesidades individuales; 

	
d) Se preste el apoyo necesario a las personas con discapacidad, en el marco del sistema general de educación, para facilitar su formación efectiva; 

	
e) Se faciliten medidas de apoyo personalizadas y efectivas en entornos que fomenten al máximo el desarrollo académico y social, de conformidad con el objetivo de la plena inclusión. 





	
3) Los Estados Partes brindarán a las personas con discapacidad la posibilidad de aprender habilidades para la vida y desarrollo social, a fin de propiciar su participación plena y en igualdad de condiciones en la educación y como miembros de la comunidad. A este fin, los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes, entre ellas: 
	
a) Facilitar el aprendizaje del Braille, la escritura alternativa, otros modos, medios y formatos de comunicación aumentativos o alternativos y habilidades de orientación y de movilidad, así como la tutoría y el apoyo entre pares; 

	
b) Facilitar el aprendizaje de la lengua de señas y la promoción de la identidad lingüística de las personas sordas; 

	
c) Asegurar que la educación de las personas, y en particular los niños y las niñas ciegos, sordos o sordociegos se imparta en los lenguajes y los modos y medios de comunicación más apropiados para cada persona y en entornos que permitan alcanzar su máximo desarrollo académico y social. 





	
4) A fin de contribuir a hacer efectivo este derecho, los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para emplear a maestros, incluidos maestros con discapacidad, que estén cualificados en lengua de señas o Braille y para formar a profesionales y personal que trabajen en todos los niveles educativos. Esa formación incluirá la toma de conciencia sobre la discapacidad y el uso de modos, medios y formatos de comunicación aumentativos y alternativos apropiados, y de técnicas y materiales educativos para apoyar a las personas con discapacidad. 

	
5) Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad tengan acceso general a la educación superior, la formación profesional, la educación para adultos y el aprendizaje durante toda la vida sin discriminación y en igualdad de condiciones con las demás. A tal fin, los Estados Partes asegurarán que se realicen ajustes razonables para las personas con discapacidad”. 





	
- La Conferencia Internacional “La educación inclusiva: vía para favorecer la cohesión social”, celebrada en el mes de marzo de 2010, en Madrid, durante la Presidencia Española de la Unión Europea, acogió no sólo a los representantes del conjunto de países europeos y de sus instituciones más representativas, sino también a los de Iberoamérica, constituyéndose, de este modo, en un marco más amplio que el inicialmente previsto, dado el momento de su celebración. Se prestó especial atención a los avances y retos pendientes para alcanzar los objetivos de calidad, equidad, inclusión, respeto a la diversidad y participación real de todas las personas en la sociedad, haciendo hincapié en lo relacionado con la educación secundaria, la formación profesional y la educación superior. Entre las propuestas recogidas, cabe destacar la declaración de que la educación inclusiva, centrada en la persona, beneficia a todos los estudiantes, pues los prepara de modo efectivo para vivir y trabajar en una sociedad plural. 

	
- Declaración de la XX Cumbre Iberoamericana “Mar de Plata” (2010): hasta el momento, es el último documento de carácter internacional que recoge y se hace eco de la importancia de la educación como derecho humano fundamental e inalienable, que debe ser protegido y garantizado por todos los Estados iberoamericanos para que llegue a la población sin discriminación alguna. Se hace, por tanto, imprescindible, garantizar la cobertura universal y gratuita de la educación primaria y secundaria y el principio de igualdad de oportunidades, fortaleciendo y promoviendo estrategias que permitan acceder a espacios de capacitación y formación continua. Del mismo modo, en su punto 4, afirma que la educación en cuanto bien público, es herramienta de fomento del ejercicio diario de integración y productividad, e igualmente de patrocinio de modelos y sistemas de desarrollo que promuevan sociedades democráticas, solidarias y participativas, buscando la convergencia de sistemas de educación superior con los programas de desarrollo científico, tecnológico, ambiental y cultural de nuestros países, y también la incorporación de los saberes ancestrales y colectivos a los conocimientos. Por lo que se refiere, específicamente, a la educación inclusiva, cabe destacar el punto 7, en el que dice literalmente: “Incorporar en los sistemas educativos el principio de la inclusión de tal manera que ninguna persona deje de tener una oferta educativa pertinente y oportuna a sus necesidades, expectativas, intereses e identidad, ya sea bajo la modalidad de educación formal o de educación no formal e informal”. Se hace referencia a la mejora de la calidad educativa, a la atención a la primera infancia, a la necesidad de un currículum significativo, al refuerzo de la educación secundaria, a la existencia de modelos alternativos de educación, a la alfabetización de toda la población... Propuestas, todas ellas, imprescindibles para lograr sociedades justas y democráticas en el contexto mundial. 



En otro orden de cosas, y en el ámbito de la Unión Europea, esta ha elaborado y publicado diferentes documentos que abordan el compromiso de sus países para crear las condiciones que garanticen la educación de calidad y la igualdad de oportunidades a todas las personas, compensando las situaciones de desventaja y erradicando cualquier tipo de discriminación:


	
- La Carta Social Europea (mayo de 1996) expone el derecho a la igualdad de trato y de oportunidades de todas las personas y especifica el derecho de las personas con discapacidad a la integración social y a la participación en la vida comunitaria (artículo 15). En relación con la educación, propone la educación primaria y secundaria gratuita, servicios de orientación profesional gratuitos, acceso a la formación inicial (educación secundaria general y profesional), a la educación superior no universitaria y universitaria, medidas especiales para residentes extranjeros, integración de los niños con discapacidad en la vida escolar general y el acceso a la educación y a la formación profesional para las personas con discapacidad. 

	
- La Carta de Luxemburgo (diciembre de 1996), sobre una escuela para todos, fue aprobada al finalizar el Programa Helios II, reconociendo a los niños con discapacidad la necesidad de orientación educativa precoz, la igualdad de oportunidades, la integración en las clases ordinarias, el apoyo a los niños con retrasos en el aprendizaje, la posibilidad de disponer de profesores especializados en formación permanente, así como de instrumentos didácticos adecuados; apoya el aprendizaje de las tecnologías de la información y la comunicación para mejorar la calidad de vida y la conquista de la autonomía, proponiendo que se implique a los padres en todas las fases del proceso educativo y evolutivo. 

	
- La Carta de los derechos fundamentales de la Unión Europea, publicada en el año 2000, reafirma los derechos reconocidos por las tradiciones constitucionales y las obligaciones internacionales comunes a todos los Estados miembros. En el artículo 14 del capítulo II, dedicado a las libertades, afirma el derecho de toda persona a la educación y al acceso a la formación profesional y permanente, así como el derecho de los padres a tener garantizada la educación de sus hijos conforme a sus convicciones religiosas, filosóficas y pedagógicas. En el capítulo III, dedicado a la igualdad, prohíbe toda discriminación y declara que la Unión Europea reconoce y respeta el derecho de las personas discapacitadas a beneficiarse de medidas que garanticen su autonomía, su integración social y profesional y su participación en la vida de la comunidad. 

	
- La Resolución Hacia una Europa sin barreras para las personas con discapacidad fue publicada en 2001 por el Parlamento Europeo, con objeto de facilitar la igualdad de oportunidades a todas las personas con discapacidad en Europa (37 millones, aproximadamente), a las que es necesario garantizar el derecho al acceso pleno e igualitario de oportunidades en todos los órdenes de la vida, la verdadera circulación que les permita participar plenamente, incorporarse en los grupos que prefieran, estudiar, trabajar y residir con libertad en cualquiera de los Estados miembros. Este documento realiza propuestas para emitir disposiciones específicas de apoyo y políticas operativas, que lleguen a la realidad vital de la persona, promoviendo la “cultura de la no discriminación”, y suprimiendo la normativa legal de los Estados que se opongan a estos principios. Desde esta Resolución surgió la propuesta de que el año 2003 fuera el Año Europeo de los ciudadanos con discapacidad, para apoyar las reivindicaciones permanentes que se mantienen en la Unión Europea en relación con la información y la sensibilización de toda la sociedad sobre la situación que viven estas personas, su igualdad de derechos, su integración social, la erradicación de la discriminación, el empleo de estrategias para crear una Europa sin barreras, la garantía del acceso a la enseñanza, al empleo y al trabajo, así como la necesidad de investigar para mejorar la calidad de vida de las personas con discapacidad y de que se ayude a sus familias para que puedan apoyarlas conciliando la vida personal, familiar y profesional. Llega a presentar propuestas muy concretas y específicas, de manera que no haya resquicios por los que eludir el cumplimiento de sus planteamientos. 

	
- La Declaración de Madrid, de 23 de marzo de 2002, emitida tras la celebración del Congreso Europeo sobre las personas con discapacidad, en Madrid, comienza con una exposición de principios que reproduzco por su interés, pues plantea las bases de toda acción posterior en relación con la educación y la sociedad inclusiva que pretendemos: 
	
1) La discapacidad es una cuestión de derechos humanos. 

	
2) Las personas con discapacidad desean la igualdad de oportunidades y no la caridad. 

	
3) Las barreras sociales llevan a la discriminación y a la exclusión social. 

	
4) Personas con discapacidad: los ciudadanos invisibles. 

	
5) Las personas con discapacidad forman un grupo diverso. 

	
6) No discriminación + Acción positiva = Inclusión social. 





	
- La Declaración de Roma, del mes de junio del año 2002, emitida por los países del sur de Europa (Chipre, España, Francia, Grecia, Italia, Malta, Portugal y Eslovenia), reafirma el compromiso de los delegados de los Consejos nacionales de discapacidad de los Estados citados, con la educación para todos, reivindicando que los procesos educativos deben producirse dentro del sistema común educativo de los países, también de las personas que presentan necesidades educativas especiales, para lo cual los sistemas educativos deben ser diseñados y los programas aplicados de manera que tengan en cuenta toda la gama de las diferentes características y necesidades que pueda presentar la población estudiantil. Ratifica que las escuelas ordinarias con esta orientación “integradora” representan el medio más eficaz para combatir actitudes discriminatorias, crear comunidades de acogida, construir una sociedad inclusiva y lograr, al fin, la educación para todos. Además, concluye que este modelo de educación proporciona una formación más efectiva a la mayoría de los niños y mejora la eficiencia y, en general, la relación coste-eficacia del conjunto del sistema educativo. 

	
- El Consejo de Europa celebrado en Madrid el 12 de mayo de 2009, centrado en un marco estratégico para la cooperación europea en el ámbito de la educación, propone cuatro objetivos estratégicos en sus conclusiones. El tercero de ellos está dirigido a promover la equidad, la cohesión social y la ciudadanía activa. Determina, por tanto, como una de las áreas prioritarias de la cooperación europea en educación y formación durante el primer ciclo (2009-2011), el desarrollo de la cooperación relacionada con los educandos con necesidades especiales, fomentando la educación inclusiva y personalizada mediante un apoyo oportuno, al igual que la determinación precoz de las necesidades especiales y el establecimiento de servicios bien coordinados en la educación escolar, garantizando itinerarios complementarios de educación y formación. 

	
- Más adelante, el Dictamen del Comité Económico y Social Europeo (CESE): “Educación para la inclusión: un instrumento de lucha contra la pobreza y la exclusión social”, firmado el 28 de abril de 2010, considera que las razones fundamentales por las que es preciso optar por una educación inclusiva son: 
	
a) Educativas: la exigencia de que el sistema educativo llegue a todos supone que dicho sistema se abra a la diversidad del universo que se debe educar. 

	
b) Sociales: la educación puede y debe contribuir al cambio de mentalidades, ayudando a la construcción de sociedades sin discriminación ni prejuicios, en donde todos los habitantes puedan ejercer sus derechos fundamentales. 

	
c) Económicas: una educación inclusiva contribuirá a aumentar la competitividad real de las sociedades, frente a los nuevos desafíos económicos. Una competitividad basada en el buen hacer y no en el enfrentamiento desleal. La inclusión y la calidad se refuerzan mutuamente. Por lo tanto, se marcan unos temas privilegiados para el año 2010, como son: 


	
• La pobreza infantil y la transmisión de la pobreza de una generación a otra. 

	
• Un mercado laboral que propicie la inclusión. 

	
• La falta de acceso a la formación y a la educación. 

	
• La dimensión de género de la pobreza. 

	
• El acceso a los servicios básicos. 

	
• La superación de la discriminación y el fomento de la integración de los inmigrantes y la inclusión social y laboral de las minorías étnicas. 

	
• El estudio de las necesidades de las personas con discapacidad y de los demás grupos vulnerables. 









	
- Por otra parte, hay que dejar constancia del trabajo que lleva a cabo, desde el año 1996, la Agencia Europea para el Desarrollo del Alumnado con Necesidades Educativas Especiales. España es miembro de esta organización independiente y autónoma desde el año de su creación, a raíz de la finalización del programa Helios II, contando para su funcionamiento con una red específica en todas las Comunidades Autónomas, si bien el Ministerio de Educación ostenta la representación general. En el momento actual, la Agencia se encuentra respaldada por la Comisión y el Parlamento Europeo y está conformada por todos Estados miembros de la Unión Europea, a los que se incorporaron Islandia, Noruega y Suiza, actuando como plataforma de colaboración en el campo de las necesidades educativas especiales. Su trabajo está dirigido, entre otros, a ampliar la cooperación europea en materia de necesidades educativas especiales, a recoger, procesar y distribuir información sobre buenas prácticas e innovación, a fomentar y difundir la investigación y el perfeccionamiento profesional y complementar la aplicación de programas. Sus publicaciones (revista y libros de sus investigaciones), constituyen una buena aportación para los profesionales de la educación interesados en construir un modelo de educación inclusiva, ya que no sólo se preocupa del alumnado con discapacidad, sino también del que presenta alta capacidad intelectual o se encuentra en desventaja por razones de inmigración o de discriminación de carácter social, en general. 

	
- La Comunicación de 15 de noviembre de 2010, de la Comisión Europea al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité económico y social europeo y al Comité de las regiones: “Estrategia europea sobre discapacidad 2010-2020: un compromiso renovado para una Europa sin barreras”, propone como estrategia centrarse en la supresión de barreras, identificando ocho ámbitos de actuación fundamentales para lograrlo: accesibilidad, participación, igualdad, empleo, educación y formación, protección social, sanidad y acción exterior. Define cada uno de los ámbitos y realiza propuestas concretas para trabajar con eficacia en la superación de las situaciones difíciles que persisten en ellos. En el apartado correspondiente a educación y formación, finaliza con una propuesta decidida: “Promover una educación y un aprendizaje permanente inclusivos para todos los alumnos con discapacidad”. Como se indica en su título, esta Europa sin barreras debería ser una realidad en 2020. 

	
- La Comunicación de 17 de febrero de 2011, de la Comisión Europea, sobre “Educación y cuidados de la primera infancia: ofrecer a todos los niños la mejor preparación para el mundo del mañana”, destaca la importancia de la escolarización y atención temprana a todos los niños y niñas, y muy especialmente a los que presentan necesidades educativas especiales, pertenecen a entornos sociales desfavorecidos, se desenvuelven en ambientes pobres o son de familias migrantes y con escasos ingresos. A lo largo de sus reflexiones resalta que la atención a estos niños en sus primeras edades contribuye tanto a su mejor éxito escolar (uno o dos años de adelanto, en relación con su edad, en las pruebas PISA), como a reducir, en términos generales, el abandono escolar prematuro y disminuir en un 20% la población en riesgo de pobreza y abandono, dentro de la Estrategia Europa 2020. Como recomendaciones finales, se proponen: 

	
- Utilizar la educación y los cuidados de la primera infancia de forma eficaz para mejorar la integración y reducir el abandono escolar prematuro; 

	
- Ampliar el acceso de los niños de entornos desfavorecidos, inmigrantes y niños romaníes a una educación y unos cuidados de la primera infancia de calidad (por ejemplo, mediante medidas destinadas a incentivar la participación de las familias desfavorecidas, a adaptar los servicios a las necesidades de las familias o a hacerlos más accesibles y asequibles); 

	
- Obtener pruebas de las ventajas que tiene un servicio universal con respecto a los servicios adaptados, así como de su impacto; 

	
- Elaborar modelos de financiación eficaces y equilibrar la inversión pública y privada. 

	
- Segundo manifiesto de los derechos de las mujeres y niñas con discapacidad de la Unión Europea. Una herramienta para activistas y responsables políticos. Adoptado en Budapest los días 28 y 29 de Mayo de 2011 por la Asamblea General del Foro Europeo de la Discapacidad, a propuesta de su Comité de Mujeres. Respaldado por el Lobby Europeo de Mujeres. Este manifiesto aborda todos los ámbitos vitales de la persona y, este en particular, de las mujeres y de las niñas, intentando evitar la mayor discriminación que se produce en relación con sus iguales de género masculino. Insta a la Unión Europea a revisar toda su legislación y sus prácticas, para hacer real la igualdad de oportunidades de las mujeres y las niñas con discapacidad. En concreto, desarrolla los siguientes apartados: igualdad y no discriminación, imagen social, concienciación, medios de comunicación e imagen social, accesibilidad, situaciones de riesgo y emergencias humanitarias, reconocimiento como personas ante la ley y acceso efectivo a la justicia, violencia contra la mujer, vida en comunidad, derechos sexuales y reproductivos, educación, salud, habilitación y rehabilitación, nivel de vida adecuado y protección social, trabajo y empleo, empoderamiento y liderazgo, acceso a la cultura, al deporte y al ocio, interseccionalidad, género y discapacidad, estadísticas y cooperación internacional.

	
- La recomendación del Consejo de Europa de 28 de junio de 2011, publicado en el Diario Oficial de la Unión Europea de 1 de julio de 2011, relativa a las políticas para reducir el abandono escolar prematuro. Dado que el objetivo de esta recomendación se enmarca en la Estrategia Europa 2020, para sacar al menos a veinte millones de personas de la pobreza y la exclusión social en este decenio, parece evidente que se dirige a toda la población, sean cuales fueren sus características personales o sociales.

	
- Dictamen del Comité Económico y Social Europeo (CESE) sobre la “Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, el Consejo, El Comité Económico y Social Europeo y el Comité de las Regiones. Una Agenda de la UE en pro de los Derechos del Niño”, firmado el 7 de diciembre de 2011 y publicado en el Diario Oficial de la Unión Europea el 15 de febrero de 2012. En este Dictamen, el Comité se preocupa porque la Unión Europea no ha firmado, como tal, la proclamación de los Derechos del Niño y, por ello, considera necesario establecer una cooperación más estrecha con organismos de las Naciones Unidas, el Comité de los Derechos del Niño, el Consejo de Europa y cualquier organismo internacional que represente a los niños o a las asociaciones de menores, de modo que se proteja de forma efectiva, extensiva y horizontal los derechos del niño.

	
- El informe conjunto de 2012 del Consejo y de la Comisión sobre la aplicación del marco estratégico para la cooperación europea en el ámbito de la educación y la formación (ET 2020): “Educación y formación en una Europa inteligente, sostenible e inclusiva”, publicado en el Diario Oficial de la Unión Europea de 8 de marzo de 2012, insiste en la necesidad de la inversión y reformas en el campo de la educación y la formación, y en reducir drásticamente el abandono escolar en las etapas no obligatorias de la educación, al igual que la ampliación de ofertas para la educción permanente. De este modo se favorecerá la movilidad y el empleo en toda la ciudadanía europea. Destaca algunos campos en los que se debe insistir en todos los Estados miembros, tales como la superación del abandono escolar, el desarrollo de la equidad y la diversidad o la educación y cuidado de la primera infancia, mejorando la calidad de las capacidades básicas (lectura y escritura, matemáticas, ciencias y tecnología) e idiomas, el desarrollo profesional de los profesores, los formadores y los responsables de centros escolares y la modernización de la enseñanza superior.

	
- El Dictamen del Comité de las Regiones sobre la pobreza infantil, publicado en el Diario Oficial de la Unión Europea de 18 de abril de 2012. Este documento insiste en la necesidad de que todos los Estados miembros reconozcan que la exclusión social y la pobreza infantil constituyen obstáculos importantes para alcanzar los objetivos de la Estrategia Europa 2020, considerando, además, que la situación obedece y requiere de respuestas multidimensionales, por lo que la educación resulta un factor imprescindible para lograr las metas propuestas. También expresa la preocupación por el hecho de que la crisis económica y financiera puedan aumentar los niveles de pobreza absoluta e impedir los logros propuestos.



2.3.  El camino hacia la inclusión en la normativa española


	
- La Ley 14/1970, de 4 de agosto, General de Educación y financiamiento de la reforma educativa, dedica su capítulo VII, artículos 49 a 53, a la Educación Especial, reconociéndola oficialmente dentro del sistema educativo. Ya en aquel momento, el planteamiento de atención educativa fija que sólo el alumnado con discapacidades graves sería escolarizado en centros de educación especial, mientras que el resto sería atendido en centros ordinarios, en aulas de educación especial, en su caso. El objetivo prioritario que se marca reside en la educación de este alumnado, su preparación para el trabajo y su integración en la vida social y laboral, siempre que fuera posible. 

	
- La Constitución Española de 1978 dedica su artículo 24 a la educación, específicamente, reconociéndola como derecho de todos los españoles y encomendando a los poderes públicos que promuevan las condiciones para que este derecho sea disfrutado en condiciones de igualdad por todos los ciudadanos, realizando una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e integración en favor de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos. De acuerdo con lo establecido en la Constitución, el Real Patronato de Educación Especial (ahora Real Patronato sobre discapacidad), creado en 1976 y presidido por S.M. la Reina, acordó la elaboración de un Plan Nacional de Educación Especial inspirado en los principios de normalización de los servicios, integración escolar, sectorización de servicios y equipos multiprofesionales e individualización de la enseñanza. 



	
- La Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración Social de los Minusválidos (LISMI), estableció como una obligación del Estado la prevención, los cuidados médicos y psicológicos, la rehabilitación adecuada, la educación, la orientación, la integración laboral, la garantía de unos derechos económicos, jurídicos sociales mínimos y la Seguridad Social para todos los minusválidos. Esta Ley promueve la “integración educativa” en la escuela ordinaria, insistiendo en el planteamiento de que sólo en ocasiones de excepcional gravedad, los alumnos sean escolarizados en centros de educación especial. 

	
- El Real Decreto 334/1985, de 6 de marzo, de ordenación de la educación especial, ordenó nuevamente esta educación, estableciendo un currículum basado en el general para todos, si bien considerando las diferencias individuales. 

	
- La Orden de 20 de marzo de 1985, sobre planificación de la educación especial y experimentación de la integración en el curso 1985/86, que, basándose en lo regulado por el anterior Decreto, supuso el comienzo de la integración educativa, con carácter experimental, en España, reconociendo su posibilidad de generalización a partir de experiencias positivas que ya se daban en diferentes realidades del Estado. Las directrices que marcó esta Orden, fueron: a) Que en el curso 1985-1986 se diera prioridad a la integración educativa de los alumnos de Educación Especial de edad preescolar y de primer curso de la EGB; b) Que existiera un centro para la integración de este alumnado por cada sector de población comprendido entre 100.000 y 150.000 habitantes; c) Que se garantizara la continuidad de la integración de los mismos alumnos y en los mismos centros en que la iniciaron en el curso 1985-1986. Se dieron, igualmente, recomendaciones complementarias, iniciándose la integración educativa en centros que se presentaron voluntariamente a la misma. 

	
- La Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, reconoció ese derecho a todos los españoles y a los extranjeros residentes en España, sin que en ningún caso el ejercicio del mismo pudiera estar limitado por razones sociales, económicas o de residencia; estableció el derecho y la obligatoriedad de la educación básica gratuita en el nivel de educación general básica y en la formación profesional de primer grado; reconoció la igualdad de derechos y deberes de todos los alumnos, entre los que se encuentra el derecho a recibir las ayudas y los apoyos precisos para compensar las carencias y desventajas de tipo personal, familiar, económico, social y cultural, especialmente en el caso de presentar necesidades educativas especiales que impidieran o dificultaran el acceso y la permanencia en el sistema educativo. 

	
- El Real Decreto 969/1986, de 11 de abril, por el que se crea el Centro Nacional de Recursos de la Educación Especial, cuya intención y finalidad fue apoyar la generalización del programa de integración educativa promovido y puesto en marcha a partir del Real Decreto 334 y la Orden de 20 de marzo de 1985, ya mencionados. 

	
- La Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo (LOGSE), introdujo el concepto de necesidades educativas especiales y consolidó los principios y prácticas necesarios para generalizar la escolarización integrada. Para ello estableció, continuando las propuestas de normas anteriores, que la escolarización en centros específicos sólo se llevara a cabo en casos excepcionales. Asimismo, reguló la adecuada organización de los Centros para poder llevar a cabo la integración, realizando, además, las adaptaciones curriculares que facilitaran a los alumnos con necesidades educativas especiales la consecución de los objetivos establecidos para todo el alumnado, en el mayor grado posible. 

	
- La Ley 20/1991, de 25 de noviembre, de promoción de la accesibilidad y de supresión de barreras arquitectónicas, supone un avance importante para progresar en la incorporación a la sociedad de las personas con discapacidad, pues aborda la accesibilidad a los espacios públicos, a los edificios, a los transportes, a la vivienda, etc., para facilitar esa accesibilidad universal (también a los sistemas de señalización y comunicación) todavía no lograda de modo absoluto. 

	
- La Ley Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre, de la Participación, la Evaluación y el Gobierno de los centros docentes, definió la población escolar con necesidades educativas especiales, estableciendo que era la que presentaba necesidades derivadas de discapacidad y trastornos graves de la conducta, al igual que los alumnos con necesidades asociadas a situaciones sociales o culturales desfavorecidas. Del mismo modo, reguló la obligatoriedad de los centros docentes sostenidos con fondos públicos de escolarizar a este tipo de alumnado. 

	
- El Real Decreto 696/1995, de 28 de abril, de ordenación de la educación de los alumnos con necesidades educativas especiales, organizó todos los elementos relacionados con la ordenación, la planificación de recursos y la organización de la atención educativa a los alumnos con necesidades educativas especiales, temporales o permanentes, derivadas de la historia educativa y escolar, de sus condiciones personales de sobredotación intelectual o de condiciones también personales de discapacidad sensorial, motora o psíquica. Este Real Decreto fue importante por ofrecer garantías de calidad educativa para los alumnos con necesidades educativas especiales, incorporando esta atención al Proyecto Curricular de los centros y aumentando los recursos, medios y apoyos complementarios para garantizar la educación de calidad a los alumnos con necesidades educativas especiales. Por otra parte, amplió la participación de los padres y su posibilidad de colaboración con el centro educativo. 

	
- La Orden de 22 de marzo de 1999, por la que se regulan los programas de formación para la transición a la vida adulta destinados a los alumnos con necesidades educativas especiales escolarizados en centros de educación especial, resultó interesante para establecer modelos flexibles y amplios, que llevaran a la máxima autonomía personal y/o laboral a este alumnado, en función de sus posibilidades. 

	
- La Orden 235/2002, de 7 de febrero, por la que se constituye el Foro para la atención educativa a personas con discapacidad y se establecen sus competencias, estructura y régimen de funcionamiento (su Reglamento fue modificado por la Orden 1974/2002, de 25 de noviembre). Este Foro tiene asignadas ocho funciones principales, para salvaguardar el cumplimiento de la normativa, realizar estudios e investigaciones y proponer las innovaciones y avances necesarios que promuevan la inclusión de las personas con discapacidad, manteniendo relaciones con otros foros internacionales, nacionales o locales. 

	
- La Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la Educación (LOCE), aunque no llegó a implantarse al ser suspendida por el nuevo Gobierno del Estado Español, a finales del curso 2003-2004, dedicaba el capítulo VII del título I a la atención del alumnado extranjero, del superdotado intelectualmente y del que presentara necesidades educativas especiales por la presencia de una o varias discapacidades o por otros factores equivalentes 

	
- En el momento actual, la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación (LOE), establece que la calidad de la educación y la inclusión educativa requiere de la actuación en otros ámbitos de la vida social a fin de que el principio de inclusión sea una realidad en todos los sectores en los que los ciudadanos desarrollan su vida. Dedica su Título II (Equidad en la educación), Capítulo I, a la atención del alumnado con necesidad específica de apoyo educativo, el cual servirá de marco para el tratamiento que abordaremos a lo largo de este texto. 



Además del Ministerio de Educación, otros Departamentos ministeriales desarrollan normativa que complementa la acción del sistema educativo, como no puede ser de otro modo. Entre estas normas, hay que destacar las siguientes.


	
- La Ley 51/2003, de 2 de diciembre de 2003, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad, responde al hecho de que las personas con discapacidad constituyen un sector de población heterogéneo, pero todas tienen en común que, en mayor o menor medida, precisan de garantías específicas para vivir con plenitud de derechos o para participar en igualdad de condiciones que el resto de ciudadanos en la vida económica, social y cultural del país. También, se recoge la obligación de los poderes públicos de asegurar que las personas con discapacidad disfruten del conjunto de los derechos humanos: civiles, sociales, económicos y culturales. Las razones que la justifican son la persistencia en la sociedad de desigualdades y los cambios operados en la manera de entender el fenómeno de la discapacidad, así como la aparición de nuevos enfoques y estrategias. Actualmente, se entiende que las desventajas que presenta una persona con discapacidad tienen su origen en las dificultades personales, pero también en los obstáculos y condicionamientos que en la propia sociedad se oponen a la plena participación de estos ciudadanos. Desde estos planteamientos aparecen dos estrategias de intervención, relativamente nuevas y progresivamente convergentes: la lucha contra la discriminación y la accesibilidad universal. 

	
- La Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de dependencia, regula las condiciones básicas que garanticen la igualdad en el ejercicio del derecho subjetivo de la ciudadanía a la promoción de la autonomía personal y, por otra parte, la atención a las personas en situación de dependencia, mediante la creación de un Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, con la colaboración y participación de todas las Administraciones Públicas y la garantía por la Administración General del Estado de un contenido mínimo común de derechos para todos los ciudadanos en cualquier parte del territorio del Estado español. 

	
- La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, en el capítulo II del título ll, establece los criterios de orientación de las políticas públicas en materia de educación y garantiza un igual derecho a la educación de mujeres y hombres a través de la integración activa del principio de igualdad de trato en los objetivos y en las actuaciones educativas, evitando que se produzcan desigualdades entre mujeres y hombres por comportamientos sexistas o por los estereotipos sociales asociados. 

	
- La Ley 27/2007, de 23 de octubre, por la que se reconocen las lenguas de signos españolas y se regulan los medios de apoyo a la comunicación oral de las personas sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas, regula el derecho de libre opción de las personas sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas al aprendizaje, conocimiento y uso de las lenguas de signos españolas y a los distintos medios de apoyo a la comunicación oral, en los términos establecidos en esta Ley. 

	
- La Orden 2949/2010, de 16 de noviembre, por la que se crea el Foro para la Inclusión Educativa del Alumnado con Discapacidad y se establecen sus competencias, estructura y régimen de funcionamiento. Integrado por representantes del Ministerio de Educación, del Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI), del Consejo Escolar del Estado y de la Conferencia Sectorial de Educación, es un órgano colegiado de carácter consultivo que se constituye como espacio de encuentro, debate, propuesta, impulso y seguimiento de las políticas de inclusión del alumnado con discapacidad en todas las enseñanzas que ofrece el sistema educativo. 



***************

Como colofón a este resumen de normas de diferente tipo emitidas por distintos organismos nacionales e internacionales, quiero hacer alusión a que, como consecuencia de algunas de ellas y de otras iniciativas en el mismo sentido, se han ido declarando “años” dedicados a actuar para la defensa específica de las propuestas que se habían realizado. Me refiero, por ejemplo, a la declaración del año 2010 como “Año europeo de lucha contra la pobreza y la exclusión social”, del año 2008 como “Año europeo del diálogo intercultural” o del año 2003 como “Año europeo de las personas con discapacidad”. A pesar de que los dictámenes o resoluciones de la Comisión Europea no son de obligado cumplimiento para los Estados miembros de la Unión, estos suelen preparar acciones concretas, en esos años, encaminadas a favorecer y difundir la situación del tema abordado. Prueba de ello es que, por lo general, las declaraciones antedichas aparecen organizadas con propuestas de objetivos, actuaciones y modo de financiación. Después de la conmemoración de estos años, se publican los resultados obtenidos en los países que se han adherido a dichas propuestas.

Otra consecuencia es, igualmente, la declaración de “días” específicos para la conmemoración de temas semejantes a los del párrafo anterior. Sirvan de ejemplo la celebración el 30 de enero como “Día de la paz y de la no violencia”, del 21 de marzo como “Día internacional contra el racismo”, del 2 de abril como “Día del autismo”, del 16 de noviembre como “Día internacional de la tolerancia” o del 3 de diciembre como “Día internacional de las personas con discapacidad”.

Es cierto que si estas acciones son aisladas resultan meramente anecdóticas y sin mayor repercusión para la educación inclusiva, pero si se incardinan en unos planteamientos genéricos de inclusión contenidos en el proyecto educativo institucional y, además, se refuerzan con la conmemoración, en determinados días o años, de actuaciones especiales por parte de la comunidad educativa, resultarán de gran interés y afianzarán actitudes y competencias estrechamente relacionadas con los temas resaltados.

3.  ES EL MOMENTO DE LA INCLUSIÓN EDUCATIVA

Parece que hay suficientes normas que abogan por la inclusión, ¿o todavía no son bastantes? Es fácil interpretar que todos estamos de acuerdo en la teoría y en las múltiples declaraciones de principios, tanto por parte de los países que hacemos algo como los que sólo firman y luego se olvidan. Se deduce, en consecuencia, que lo único que falta es poner en práctica lo que afirmamos, lo que reivindicamos, lo que es justo en el buen entendimiento de la sociedad entera, por lo que acabamos de comprobar en leyes y conferencias a todos los niveles.

¿A qué estamos esperando? ¿A qué se resuelva la crisis para disponer de mayores recursos? Creo que no, porque el movimiento de inclusión educativa comenzó cuando nos encontrábamos en el “estado del bienestar”, al menos en Europa, y avanzó, pero con dificultades. Muchas de las opciones que hay que poner en práctica para que la educación inclusiva sea un hecho en las aulas, no suponen ningún incremento de recursos materiales. Otras sí, por supuesto. Pero la actitud favorable hacia la inclusión, la aceptación abierta de todo tipo de alumnado en el centro, la utilización variada de los recursos didácticos que ya están disponibles, la diversificación de métodos por parte del profesorado, la implementación del trabajo en grupo, colaborativo, entre los alumnos y alumnas dentro del aula, la adaptación del currículum a determinadas características del alumnado, la promoción de las familias en su compromiso con las actividades del centro docente..., estoy convencida de que son cuestiones que se pueden aplicar si se tiene voluntad de hacerlo y si se cuenta con la preparación profesional adecuada, que doy por supuesta.

En el camino hacia el logro de una escuela inclusiva surgirán situaciones no fáciles de resolver o que precisarán de nueva formación y actualización de todos los participantes en el trabajo. Es evidente. Pero para llegar a ese momento, hay que comenzar a realizar las acciones necesarias para la mejora de la calidad educativa que llega al alumnado mediante el modelo inclusivo de educación. Es la única forma de diagnosticar, sobre una base de evaluación certera, las necesidades y los recursos (de todo tipo) pendientes de alcanzar para seguir avanzando. Cuando el modelo se implementa, se valoran los procesos que tienen lugar en el centro y en las aulas, se refuerza todo lo que de positivo se está produciendo, se concreta lo que falta, se va consiguiendo y se sigue avanzando sin dejar nunca de mejorar. Entonces es posible perfeccionar el primer proyecto, la primera hipótesis de trabajo planteada.

Será la única forma de lograr una educación inclusiva, insisto, democrática y de excelente calidad, que atienda a todos y cada uno de los alumnos que conforman nuestra sociedad actual y quienes serán los protagonistas de la futura.
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